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que los tipos de cambio flexibles son eficaces para amorti-
guar el impacto de las perturbaciones. Esto es valedero en 
el caso de las perturbaciones que se originaron tanto den-
tro como fuera de la economía interna. Los países con ti-
pos de cambio flexibles suelen adaptarse mejor —con una 
recuperación más rápida y firme— al deterioro de sus tér-
minos de intercambio89, peligros naturales tales como te-
rremotos y tormentas90, y otras perturbaciones que pueden 
producir desequilibrios internos o externos91. 

Política fiscal contracíclica y sostenible. A nivel mundial, la 
política fiscal no ha avanzado en la misma medida que la 
política monetaria en términos de un proceso eficaz y re-
sultados positivos. Este dato no sorprende: la política fiscal 
es inherentemente más compleja dado que tiene objetivos 
e instrumentos múltiples y está inserta en el proceso políti-
co. Con respecto a la administración del riesgo, la política 
fiscal de los países en desarrollo ha sufrido las consecuen-
cias de un sesgo procíclico que tendió a amplificar las fases 
ascendentes y agravar las recesiones92. En las últimas dos 
décadas, empero, varios países en desarrollo de todo el  
planeta han asignado especial importancia a la transparen-
cia y la disciplina fiscales, y han constituido reservas du-
rante las épocas de bonanza en previsión de futuras fases 
descendentes. Estas mejoras institucionales explican que, 
recientemente, gran parte de los países en desarrollo haya 
logrado llevar a cabo una política fiscal contracíclica, prin-
cipalmente mediante la orientación de la inversión y el gas-
to de consumo en una dirección opuesta a la del ciclo de la 
actividad económica general (el mapa 2 se enfoca en el 
comportamiento cíclico del consumo público). Los conse-
jos fiscales independientes pueden ser importantes como 
un medio para lograr una mayor institucionalización de 
esa disciplina (recuadro 7).

¿Por qué es útil la política fiscal contracíclica? Primero, 
permite que los Gobiernos continúen suministrando bie-
nes y servicios y mantengan sus programas de inversión 
pública en forma estable, inclusive cuando disminuyen 
las rentas públicas (como sucede habitualmente en la fase 
descendente del ciclo económico). Segundo, proporciona 
recursos para ampliar la asistencia y el seguro sociales a 
un número mayor de personas necesitadas que padecen las 
consecuencias de las condiciones macroeconómicas cícli-
cas adversas. Estos dos mecanismos realizan una contribu-
ción significativa no solo durante la parte recesiva del ciclo 
sino también para el bienestar a largo plazo de las personas 
y de la economía93. Tercero, también es posible que estimu-
le la economía, aunque se dispone de poca evidencia que 
confirme la eficacia del estímulo fiscal discrecional basado 
en el aumento del consumo. Por el contrario, las estimacio-
nes del multiplicador fiscal keynesiano —el aumento cícli-
co del PIB por cada dólar de gasto público adicional— tan 
solo oscilan entre 0,4 y 0,6 para la mayoría de los países 
en desarrollo y entre 0,6 y 1,2 para la mayoría de los paí-
ses desarrollados94. Una vez que se tiene en cuenta el costo 
de obtener los ingresos fiscales adicionales necesarios (en 
términos de impuestos, deuda y burocracia), es probable 
que el multiplicador neto se aproxime a cero o sea negativo. 

Por último, desde la perspectiva de la administración 
del riesgo, para asegurar la sostenibilidad fiscal es preciso  

Provisión constante de bienes y servicios públicos. Las crisis 
inciden en el crecimiento a largo plazo debido, en parte, a 
que pueden ocasionar una interrupción o un deterioro en 
la provisión de bienes y servicios públicos esenciales. Estas 
interrupciones se producen especialmente cuando los Go-
biernos se ven obligados a realizar reducciones drásticas del 
gasto durante las fases descendentes de la economía. Como 
ejemplo cabe citar el de varios países latinoamericanos du-
rante los decenios de 1980 y 1990, donde más de la mitad 
del ajuste fiscal consistió en recortes del gasto de inversión 
en infraestructura85. De igual modo, el gasto en seguridad 
social se redujo en casi la mitad de los países de Oriente 
Medio y Norte de África después de las crisis que sufrió la 
región86. Durante la crisis financiera mundial más reciente, 
los presupuestos de educación disminuyeron marcada-
mente en la mayoría de los países de Europa oriental: por 
ejemplo, un 25% en Serbia y un 10% en Hungría87. 

¿Qué políticas son las más adecuadas para 
propiciar la buena administración del riesgo?
Los expertos han sostenido que las políticas macroeconó-
micas deben ser creíbles, previsibles, transparentes y soste-
nibles. Este es un consejo sensato. También puede describir-
se de manera más concreta en términos de la administración 
del riesgo: los encargados de formular la política macroeco-
nómica deben actuar con prudencia durante las fases as-
cendentes de la economía para evitar la necesidad de adop-
tar medidas de respuesta que entrañen altos costos durante 
las fases descendentes. 

Política monetaria transparente y creíble. Dotadas de inde-
pendencia y del impulso para alcanzar la transparencia y la 
credibilidad, las autoridades encargadas de la política mo-
netaria han logrado reducir la inflación en todo el planeta 
en los últimos 25 años: mientras que 34 países tenían una 
inflación anual superior al 50% en el período 1990-94, esa 
tasa se registraba tan solo en un país (Zimbabwe) hacia fi-
nes de la década de 2000. La adopción de un marco de po-
lítica monetaria que crea incentivos para lograr la estabili-
dad de los precios a largo plazo, al tiempo que se tiene en 
cuenta el ciclo económico, ha sido fundamental para de-
rrotar a la inflación. 

La crisis financiera internacional de 2008-09 y la pos-
terior recesión en los países desarrollados han puesto a 
prueba las mejoras incorporadas en la política monetaria 
en los países en desarrollo. En general, han demostrado te-
ner capacidad de recuperación. Una cuestión importante a 
considerar después de la crisis es determinar si la estabili-
dad financiera debería incluirse como un objetivo directo 
de la política monetaria. Aunque todavía no se ha llegado 
a un consenso al respecto, puede argumentarse que la esta-
bilidad financiera se logra de manera óptima mediante ins-
trumentos macroprudenciales —orientados a reducir los 
desequilibrios financieros y los flujos de capital volátil— en 
vez de a través de la política monetaria88.

Regímenes cambiarios flexibles. Aunque el tema ha sido ob-
jeto de debate durante mucho tiempo, se ha demostrado 
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bonos para riesgos de catástrofe como un seguro contra pe-
ligros naturales. Por último, debe constituirse una reserva 
destinada a los pasivos residuales que el Estado pueda verse 
obligado a afrontar.

La comunidad internacional

¿Cuándo es necesaria la participación de la 
comunidad internacional para promover la 
capacidad de recuperación y la prosperidad? 
Los riesgos no administrados no respetan fronteras, y nin-
gún país o agente puede, por sí solo, abordar eficazmente 
un riesgo que trasciende las fronteras nacionales. Una vez 
que se han desencadenado, las pandemias y las crisis finan-
cieras o económicas se propagan rápidamente por un 
mundo que cada vez está más interconectado. Los conflic-
tos armados pueden tener consecuencias devastadoras 
para las personas y repercuten en los países vecinos. Los 

prestar atención a los pasivos contingentes. Algunos de ellos 
son legítimos, como la reconstrucción y la asistencia des-
pués de desastres naturales y las mayores erogaciones nece-
sarias para cubrir el seguro social y los costos de tratamiento 
médico ocasionados por el envejecimiento de la población. 
Otros son más controvertidos. Los rescates financieros, por 
ejemplo, pueden constituir una pesada carga para el Estado: 
alrededor del 50% del PIB en Indonesia y Tailandia después 
de la crisis de Asia oriental en 1997, y más del 40% del PIB 
en Islandia e Irlanda durante la crisis de 2008-0995. El ma-
nejo de los pasivos contingentes requiere una combinación 
de medidas. Primero, los Gobiernos deben proporcionar 
los incentivos adecuados para propiciar la autosuficiencia 
—por ejemplo mediante el reemplazo de los sistemas de 
reparto por sistemas de pensiones por vejez con total ca-
pitalización— y establecer que quienes asumen riesgos en 
los mercados financieros deben soportar las pérdidas tota-
les ocasionadas por los emprendimientos fallidos. Segundo, 
es preciso promover soluciones de mercado, como permitir, 
por ejemplo, que en los mercados internacionales se emitan 

M a pa  2  El consumo público se tornó contracíclico en más de un tercio de los países en desarrollo durante  
la última década

Fuente: Equipo a cargo de la elaboración del Informe sobre el desarrollo mundial 2014, a partir de la metodología de Frankel, Végh y Vuletin 2013. Número de mapa: 
BIRF 40099.

Nota: El mapa muestra la evolución de la posición cíclica de la política fiscal desde el período de 1960-99 hasta el período de 2000-12. La posición cíclica se mide 
en una regresión del componente cíclico (Hodrick-Prescott) del gasto de consumo del Gobierno general sobre su propio valor retrasado y el componente cíclico 
del PIB real. El signo del coeficiente del componente cíclico del PIB real indica si el gasto de consumo del Gobierno general es procícliclo (signo positivo) o con-
tracíclico (signo negativo). El coeficiente del componente cíclico del PIB real se estimó por separado para los períodos de 1960-99 y de 2000-12. Luego, los países 
se clasificaron así: siempre contracíclicos (en ambos períodos); en vías de ser contracíclicos (contracíclicos únicamente en el período de 2000-12); en vías de ser 
procíclicos (procíclicos únicamente en el período de 2000-12), y siempre procíclicos (en ambos períodos). A fin de tener en cuenta la probable endogeneidad 
del componente cíclico del PIB real se utilizaron como instrumentos el componente cíclico (a valor corriente y retrasado) del PIB real de los principales asociados 
comerciales del país y los precios internacionales del petróleo, así como el valor retrasado del componente cíclico del PIB real del propio país. 

Siempre contracíclicos En vías de ser contracíclicos En vías de ser procíclicos Siempre procíclicos Datos insu�cientes
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más extremos para administrar el riesgo, con acceso limita-
do a mercados, comunidades e instituciones públicas que 
funcionen adecuadamente. Aunque los habitantes de esos 
países constituían el 15% de la población mundial en 2010, 
ascendían a un tercio de las personas que viven en la pobre-
za extrema97. Los conflictos pueden trascender las fronteras 
nacionales, con el consiguiente aumento de las poblaciones 
de refugiados, la propagación de las enfermedades trasmi-
sibles, y la creciente presión sobre los bienes públicos en los 
países limítrofes que absorben a las poblaciones afectadas. 
El hecho de compartir una frontera con un país de Estado 
frágil puede reducir el crecimiento económico del país en 
un 0,4% al año98. Al intervenir para mejorar las perspecti-
vas económicas y las condiciones en materia de salud, se-
guridad y educación, la comunidad internacional puede 
reducir las tensiones sociales y económicas que exacerban 
y difunden el conflicto, al tiempo que propicia la creación 
de oportunidades.

El apoyo internacional también es necesario cuando se 
producen perturbaciones de gran magnitud, como desas-
tres naturales y crisis financieras, que ocasionan pérdidas 
superiores a los recursos del país en cuestión. Esta situación 

desastres naturales pueden causar la ruina de una país o de 
toda una región. Y es probable que el cambio climático in-
tensifique todos estos riesgos. Claramente, los riesgos que 
se propagan y afectan a varios países o generaciones re-
quieren la atención de la comunidad internacional.

La comunidad internacional es una fusión de agentes 
relativamente diversos que incluye Estados soberanos, 
organizaciones internacionales, la comunidad científica y 
los medios de información internacionales y la sociedad 
civil. Puede ofrecer especialistas y conocimientos; brindar 
protección a través de reglas y normas mundiales, fortale-
cimiento de la capacidad y coordinación internacional, y 
mancomunar los recursos nacionales a fin de mejorar la 
preparación para afrontar los riesgos y aliviar las situacio-
nes de crisis. 

Riesgos que exceden la capacidad nacional. La intervención 
de la comunidad internacional puede ser necesaria cuando 
los países afrontan graves limitaciones de capacidad o tie-
nen Gobiernos débiles o disfuncionales96. Esto sucede es-
pecialmente en los países frágiles o afectados por un con-
flicto, donde las personas enfrentan los riesgos y obstáculos 

R e c u a d ro   7  Un consejo fiscal independiente puede ayudar a superar el sesgo fiscal procíclico

¿Cuál es el problema? Las autoridades fiscales suelen desviarse de los 
planes sostenibles y sufren las consecuencias de un sesgo “procí-
clico”: tienden a registrar déficits presupuestarios y acumular deuda 
en los períodos de bonanza y luego carecen de recursos suficientes 
y flexibilidad (“espacio fiscal”) para estabilizar el producto en perío-
dos adversos. 

Una solución propuesta. La creación de un consejo fiscal indepen-
diente puede proporcionar los incentivos adecuados para que el 
Gobierno acumule recursos para afrontar las fases descendentes 
cíclicas y las contingencias de largo plazo. El consejo fiscal adminis-
traría un conjunto de reglas fiscales flexibles establecidas por ley y 
se encargaría de tomar decisiones respecto de la asignación de los 
déficits en el curso del tiempo, indicar cuándo se justifica adoptar 
medidas contracíclicas, y realizar un seguimiento de la sosteni-
bilidad de la deuda pública. La total delegación de la facultad de 
formular políticas en un consejo fiscal independiente no es realista 
debido a la naturaleza política y redistributiva de la política fiscal. 
El Gobierno, en consonancia con su mandato político, retendría el 
control de la distribución de los gastos y la estructura de tributación. 
Sin embargo, aislar del proceso político algunos aspectos de la apli-
cación de la política fiscal y delegarlos en un consejo independiente 
permitiría aumentar la credibilidad fiscal y la rendición de cuentasa. 

¿Cómo puede implementarse esta solución? Al diseñar los consejos 
fiscales se deberían incluir medidas para evitar la captura política, 
el aumento de los incentivos del Gobierno para ignorar su asesora-
miento, o la posibilidad de que sean desmantelados cuando surjan 
conflictos en el seno del Gobierno. Para ser eficaz, el consejo debe 

Fuente: Equipo a cargo de la elaboración del Informe sobre el desarrollo mundial 2014. 

a.	Debrun, Hauner y Kumar, 2009.
b.	Calmfors y Wren-Lewis, 2011. 
c.	 FMI, 2013. 
d.	Banco Mundial, 2013.

ser independiente del proceso político, lo que incluye la designa-
ción por concurso y por un largo mandato de los miembros de su 
junta, un presupuesto independiente y sólidos mecanismos de ren-
dición de cuentas (entre ellos, la evaluación por consejos similares u 
organizaciones internacionales)b. 

¿Esta solución se ha implementado en algún país? Para 2012,  
22 Gobiernos nacionales (y la lista sigue aumentando) habían 
creado consejos fiscales, con diversas características y distintos gra-
dos de pertinenciac. El Centraal Planbureau de los Países Bajos y el 
Consejo de Política Fiscal de Suecia son las instituciones que más 
se asemejan a un consejo fiscal formal. En Chile, dos órganos ase-
sores independientes proporcionan información clave para las pro-
yecciones de la renta “estructural” que, a su vez, determina el gasto 
público a través de una regla fiscal. En calidad de órganos asesores, 
los consejos fiscales de Marruecos, Kenya y Uganda proporcionan 
al parlamento evaluaciones ex ante y ex post de las políticas fiscales.

Si no es factible crear un consejo, ¿existe otra opción? Para crear un  
consejo fiscal independiente se requiere la voluntad política de 
establecer instituciones autónomas y deben existir sólidas bases 
de gestión de gobierno, por lo cual es posible que ello no sea fac-
tible en todos los países. Cuando no sea factible crear un consejo 
independiente, la adopción de marcos fiscales transparentes e 
integrales, que incluyan enfoques de arriba hacia abajo del proceso 
presupuestario, proporcionaría bases sólidas para lograr sostenibi-
lidad fiscal. Por ejemplo, a partir de la década de 2000, Armenia ha 
formulado un marco presupuestario trienal renovable con límites 
máximos del gasto e integrado en la ley de presupuestod.
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alrededor del mundo en menos de 36 horas102. De igual 
modo, las crisis financieras pueden propagarse a través de 
una red cada vez más compleja de nexos entre los sistemas 
financieros de todo el planeta. El rápido crecimiento econó-
mico que se ha asentado marcadamente en la energía deri-
vada del carbón también está relacionado con riesgos que se 
generan lentamente, como el cambio climático y la degrada-
ción del medio ambiente, con consecuencias que podrían 
ser irreversibles para las nuevas generaciones. 

¿Qué características permiten aumentar la 
capacidad de la comunidad internacional  
en materia de administración del riesgo?
La eficacia de la comunidad internacional depende de su 
capacidad para subsanar las insuficiencias de conocimien-
tos y de capacidad, establecer reglas y normas que las nacio-
nes puedan utilizar como guía para administrar sus riesgos, 
y facilitar y coordinar la acción colectiva para administrar 
los riesgos que trascienden las fronteras nacionales. A su 
vez, se propicia la acción colectiva cuando los agentes de la 
comunidad internacional están unidos por las mismas pre-
ferencias y los mismos objetivos o cuando algunos actores 
tienen la posibilidad de movilizar recursos y exigir el cum-
plimiento de acuerdos, inclusive cuando no existe cohesión 
o unidad entre las naciones. 

Cohesión a través de preferencias y objetivos comunes. El 
reconocimiento mutuo de la necesidad de abordar los ries-

puede darse inclusive en países más grandes y desarrolla-
dos, como lo demuestra claramente la crisis de la zona del 
euro, aunque los países de ingreso bajo se ven afectados de 
manera desproporcionada por los riesgos y desastres eco-
nómicos. Por ejemplo, la provincia de Aceh, en Indonesia, 
sufrió la furia del gran terremoto y tsunami de 2004, que 
dejó sin vivienda a más de 500 000 personas y ocasionó 
una pérdida económica de aproximadamente el 97% de su 
PIB. La comunidad internacional creó un fondo especial 
de varios donantes para respaldar la reconstrucción y es-
tablecer sistemas de alerta temprana, medidas estas que a 
casi 10 años de la tragedia han demostrado ampliamente 
su eficacia99. Sin embargo, no siempre se alcanza el éxito, 
como lo demuestran los resultados desalentadores de la in-
tervención de la comunidad internacional en Haití después 
de un terremoto de grandes proporciones en 2010100. 

Riesgos que trascienden las fronteras nacionales. A raíz de la 
apertura y la modernización, los sistemas económicos, so-
ciales y ecológicos están cada vez más interconectados (grá-
fico 8). Además de oportunidades para el crecimiento y el 
alivio de la pobreza, esta interconexión también ha creado 
un conjunto de riesgos que trascienden las fronteras nacio-
nales y requieren la adopción de medidas cruciales de admi-
nistración del riesgo por parte de la comunidad internacio-
nal, incluidas las organizaciones regionales101. El aumento 
del tráfico aéreo y el comercio de bienes y servicios, por 
ejemplo, permite el libre paso de patógenos que causan en-
fermedades infecciosas, que en algunos casos pueden viajar 

G r á f i c o  8  Las interconexiones económicas, financieras y sociales van en aumento

Fuente: Equipo a cargo de la elaboración del Informe sobre el desarrollo mundial 2014, a partir de los datos de los Indicadores del Desarrollo 
Mundial (base de datos) del Banco Mundial, las estadísticas bancarias consolidadas del Banco de Pagos Internacionales (base de datos) y 
el Anuario Estadístico de Turismo (base de datos) de la Organización Mundial del Turismo.

Nota: Todas las series están indexadas a 100; 2000 es el año base.
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incentivos están armonizados y el curso de acción es claro, 
la ampliación de la administración del riesgo requiere in-
tervenciones dinámicas y bien coordinadas por parte de la 
comunidad internacional. Cuando se abordan riesgos tales 
como pandemias o crisis financieras en un mundo interco-
nectado, para que esas acciones sean eficaces es fundamen-
tal respaldar la capacidad de los países individuales para 
supervisar y contener los riesgos en su territorio. Por ejem-
plo, si bien 36 donantes proporcionaron apoyo a más de 
100 países en desarrollo para adoptar medidas de prepara-
ción ante la posibilidad de una pandemia de gripe aviar 
(virus H5N1) desde 2005 hasta 2010, el seguimiento local, 
en los países en desarrollo, fue esencial para contener el 
virus. Deberían destinarse más recursos a fortalecer la ca-
pacidad en materia de sistemas de alerta temprana, segui-
miento y comunicación, y a diseñar medidas para compar-
tir los riesgos que recompensen la preparación. 

Si los incentivos no están armonizados: Utilización de enfo-
ques progresivos para alcanzar soluciones mundiales. En los 
casos en los que los incentivos no están armonizados, los 
principales Estados soberanos no participan totalmente y 
las consecuencias de la inacción son potencialmente ca-
tastróficas —como en el caso del cambio climático y otros 
riesgos ambientales, entre ellos la pérdida de biodiversi-
dad—, la comunidad internacional debería aplicar enfo-
ques progresivos que permitan lograr, gradualmente,  so-
luciones mundiales (recuadro 8). Para preservar la 
participación global en cuanto objetivo primordial, empe-
ro, debe prestarse especial atención a medidas que contri-
buyan a armonizar los incentivos de los diversos países en 
torno a un objetivo común, inclusive cuando lograr la ar-
monización resulte muy difícil. En el caso de los riesgos 
ambientales, este esfuerzo puede abarcar la difusión de los 
conocimientos y actividades de promoción que contribu-
yan a acercar puntos de vista distantes, transferencias fi-
nancieras y de tecnología a los países en desarrollo para 
prevenir la deforestación y propiciar el uso de tecnologías 
menos contaminantes, e inversiones en investigación y 
desarrollo, por ejemplo para elaborar métodos que permi-
tan contrarrestar la concentración de gases de efecto in-
vernadero en la atmósfera105. En un espíritu similar, en el 
Nuevo Acuerdo para la Participación en los Estados Frági-
les (la Asociación de Busan) se reconoce que el riesgo rela-
tivo a la no intervención puede superar a la mayoría de los 
riesgos relacionados con la participación en los países frá-
giles, y se describe un marco que la comunidad interna-
cional puede aplicar para ayudarlos a fortalecer las institu-
ciones y las políticas básicas y a reducir el riesgo de que se 
reanude el conflicto106. 

Una reforma institucional para integrar  
la administración del riesgo

El Informe sobre el desarrollo mundial 2014 contiene de-
cenas de recomendaciones normativas específicas para 
mejorar la administración del riesgo en niveles distintos y 
complementarios de la sociedad (el recuadro 9 incluye un 
resumen de estas políticas). La principal recomendación, 

gos permite que la comunidad internacional se prepare 
mejor para los riesgos que exceden la capacidad nacional 
—por ejemplo, los mecanismos para conceder financia-
miento de emergencia a los países que afrontan graves dé-
ficits de financiamiento, y brindar apoyo a fondos regiona-
les, como el Fondo de Seguro contra Riesgo de Catástrofe 
en el Caribe103. Del mismo modo, la cooperación multila-
teral para afrontar los riesgos que trascienden las fronteras 
alcanza su grado óptimo cuando los intereses de varias 
naciones están armonizados adecuadamente y no existen 
prioridades contrapuestas de política interna que los inva-
liden. Al contribuir a armonizar los intereses nacionales, el 
acuerdo casi universal respecto de la necesidad de elimi-
nar la viruela facilitó su erradicación. Por el contrario, en 
los casos en los que existen divergencias entre los intereses 
nacionales, por ejemplo para solucionar los riesgos deriva-
dos del cambio climático y aliviar el sufrimiento de los 
habitantes de países frágiles y afectados por un conflicto, 
los avances suelen ser lentos. 

Poder para movilizar recursos y exigir el cumplimiento de 
acuerdos. La comunidad internacional puede incidir mar-
cadamente en la administración de los riesgos cuando exis-
te un claro objetivo para movilizar recursos. Por ejemplo, 
con apoyo de la comunidad internacional, los sistemas de 
alerta temprana han permitido reducir las muertes ocasio-
nadas por muchos tipos de desastres104. De igual modo, 
aunque no exista un total consenso internacional, la comu-
nidad internacional puede realizar avances con respecto a 
los riesgos que trascienden las fronteras si logra elaborar 
mecanismos para exigir el cumplimiento de acuerdos. Esa 
capacidad depende en forma crucial de su habilidad para 
reestructurar los incentivos en torno a objetivos comunes y 
para lograr la participación de los principales actores. Por 
ejemplo, los elementos clave del éxito del Tratado sobre la 
No Proliferación de las Armas Nucleares y el Protocolo de 
Montreal sobre sustancias que agotan la capa de ozono fue-
ron la toma de conciencia del peligro que corría la seguri-
dad mundial y la amenaza de sanciones comerciales. Estos 
permitieron reestructurar los intereses nacionales y facili-
tar la participación y la acción.

¿Cómo puede la comunidad internacional 
mejorar su contribución?
La información aportada por Leonid Hurwicz, Roger 
Myerson y Eric Maskin en su estudio sobre el diseño de 
mecanismos para instituciones reviste gran importancia 
para una colectividad tan fluida, diversa y compleja como 
la comunidad internacional. Al diseñar mecanismos efica-
ces para que la comunidad internacional contribuya a la 
administración del riesgo a pesar de sus múltiples actores, 
sus complicadas estructuras de poder y sus diversos objeti-
vos es fundamental tener en cuenta las restricciones en 
materia de incentivos (y no tan solo las relativas al presu-
puesto y la información). 

Si los incentivos están armonizados: Puesta en marcha de 
intervenciones dinámicas y bien coordinadas. Cuando los 
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Creación de un consejo nacional de 
administración de riesgos para administrar 
los riesgos en forma dinámica, sistemática  
e integrada 
¿Cuál es el problema? Con mucha frecuencia, las estrate-
gias y la implementación de la administración del riesgo 
son ineficaces (o plantean otros riesgos) porque no se 
coordinan entre todos los actores normativos pertinentes. 
La administración del riesgo en forma dinámica e integra-
da proporciona claras ventajas: permite definir las priori-
dades, cerciorarse de que se han tenido en cuenta todas las 
contingencias y evitar un gasto excesivo en la administra-
ción de un riesgo en forma aislada al tiempo que se des-
atienden otros. En algunos países se realizan evaluaciones 
nacionales del riesgo en las que participan equipos forma-
dos por múltiples partes interesadas de varios ministerios 
y, con frecuencia, el sector privado y la sociedad civil.  
Países Bajos, Reino Unido y Estados Unidos han llevado a 
cabo estas evaluaciones, y otros países, como Marruecos, 
han puesto en marcha un proceso con ese fin. Sin embar-

empero, es que estas medidas se deberían implementar en 
forma dinámica, sistemática e integrada para optimizar 
su eficacia. Con ese fin, en su marco se promueve la crea-
ción de un consejo nacional de administración de riesgos 
que contribuya a integrar la administración del riesgo en 
el programa de desarrollo. Este consejo podría ser un or-
ganismo nuevo o el producto de la reforma de órganos 
existentes: lo más importante es realizar un cambio de 
enfoque que lleve a una evaluación coordinada y sistemá-
tica de los riesgos a nivel agregado. La implementación de 
esta recomendación podría requerir un gran cambio en 
cómo los Gobiernos nacionales elaboran y ejecutan sus 
planes generales, que les permita dejar de planificar en un 
marco de certeza y comenzar a considerar que el cambio 
y la incertidumbre son características fundamentales de 
las economías modernas. Un consejo nacional de admi-
nistración de riesgos puede ayudar a los Gobiernos a su-
perar los obstáculos de política económica que afrontan 
cuando administran los riesgos a nivel nacional o, inclu-
sive, internacional.

R e c u a d ro   8  En el caso de algunos riesgos mundiales, como el cambio climático, la comunidad 
internacional debe aplicar enfoques progresivos que permitan lograr, gradualmente, soluciones mundiales

¿Cuál es el problema? La administración de los riesgos mundiales 
requiere la acción concertada y dinámica de los Estados soberanos. 
Sin embargo, los escasos avances en algunas esferas han sembrado 
dudas respecto de la posibilidad de promover una acción colectiva 
entre países con intereses opuestos, limitaciones de capacidad e 
incentivos para aprovecharse de las medidas adoptadas por otros. 
Las negociaciones mundiales para concertar acuerdos con total  
participación se han estancado, y lo más lamentable es que esto 
también ha sucedido en el caso del cambio climático, en cuyo res-
pecto la inacción persistente podría tener consecuencias catastrófi-
cas e irreversibles. Algunas acciones internacionales que podrían ser 
útiles —incluida la cooperación para desarrollar y difundir tecnolo-
gías e instrumentos financieros existentes— se han postergado con 
la expectativa de que formarán parte de un “inminente” acuerdo 
mundial.

La solución propuesta. En el caso de algunos riesgos mundiales, como 
el cambio climático, la comunidad internacional debe aplicar enfo-
ques progresivos que permitan impulsar gradualmente la búsqueda 
de soluciones mundiales. Cuando los incentivos no están armoniza-
dos, los principales Estados soberanos no participan totalmente y las 
consecuencias de la inacción son desastrosas, de todos modos se 
pueden realizar avances aunque no exista un tratado multilateral. 
Los acuerdos y las acciones progresivas de un grupo de participantes 
inicialmente pequeño pueden utilizarse como elementos básicos de 
los acuerdos mundiales. Una vez que la acción genera beneficios, 
cabe esperar que, con el tiempo, el grupo incluya gradualmente a un 
mayor número de países participantes. 

Fuente: Equipo a cargo de la elaboración del Informe sobre el desarrollo mundial 2014. 

a.	PNUMA, 2007.
b.	Falkner, Stephan y Vogler, 2010; Goldin, 2013; Hale, 2011.

¿Existen ejemplos exitosos? Existen algunos ejemplos notables. El Pro-
tocolo de Montreal sobre sustancias que agotan la capa de ozono 
fue suscrito originalmente por 24 países pero se logró su ratificación 
universal en el decenio de 1990 gracias a los esfuerzos combinados 
de Gobiernos, organizaciones internacionales, organizaciones no 
gubernamentales y científicosa. Asimismo, el Tratado de Prohibición 
Parcial de los Ensayos Nucleares, cuyos signatarios aumentaron de 3 
a 119 entre 1963 y 1992, sentó las bases para el Tratado sobre la No 
Proliferación de las Armas Nucleares, que es más amplio. 

¿Cómo puede implementarse? Los Gobiernos nacionales, las organiza-
ciones internacionales y las entidades especializadas pueden formar 
una “coalición de voluntarios” para coordinar, promover, y adoptar 
medidas en materia de cambio climáticob. La coalición puede crear 
incentivos para que otros se incorporen con el tiempo, mediante la 
promoción del cambio tecnológico y financiamiento que permita 
reducir los costos de participación (medidas más económicas para 
reducir las emisiones, subsidios o transferencias de tecnología). Tam-
bién puede asociarse con científicos, la sociedad civil y los medios de 
información para inducir a los participantes a aplicar las medidas y a 
los no participantes a incorporarse a la coalición. Las instituciones 
internacionales, incluido un consejo internacional de administración 
de riesgos, pueden proporcionar plataformas para el debate norma-
tivo y realizar un seguimiento, presentar informes y aunar medidas 
para cerciorarse de que los esfuerzos progresivos estén bien encami-
nados. Estratégicamente, la coalición podría vincular sus actividades 
a marcos mundiales existentes para demostrar que es posible esta-
blecer una conexión entre los acuerdos progresivos y los mundiales.
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¿Cómo se soluciona? Para facilitar una administración del 
riesgo dinámica e integrada a nivel nacional, puede estable-
cerse un consejo nacional de administración de riesgos en 
forma de un comité permanente. Este consejo puede anali-
zar los riesgos, incluidas las soluciones de compromiso en-
tre diversos riesgos y diversas políticas de administración 
del riesgo; analizar y publicar evaluaciones de las prácticas 
de administración del riesgo utilizadas en el país; definir las 
prioridades en materia de administración del riesgo, y for-
mular recomendaciones respecto de las políticas que co-
rresponde implementar. La institucionalización de este 

go, la labor se suele encomendar a un grupo ad hoc tempo-
ral que solo existe mientras se lleva a cabo la evaluación. 
Otros países han creado órganos integrados por varios 
ministerios que tienen a su cargo el intercambio de infor-
mación y la coordinación para la administración del ries-
go. Pero estos órganos suelen ocuparse de un solo riesgo 
que, en la mayoría de los casos, está relacionado con de-
sastres naturales, como en Perú, o con la seguridad nacio-
nal, como en Israel. Pocos países cuentan con un organis-
mo de administración del riesgo permanente e integrado 
que se ocupa de múltiples riesgos.

R e c u a d ro   9  Algunas recomendaciones de políticas públicas incluidas en el Informe sobre el desarrollo 
mundial 2014 

El Estado desempeña la importante función de respaldar las contri-
buciones que realizan todos los sistemas sociales y económicos a la 
administración de los riesgos por parte de las personas. A continua-
ción se resumen algunas recomendaciones de políticas públicas 
incluidas en el Informe sobre el desarrollo mundial 2014, divididas por 
sistema, según se analizan en el informe: 

Para los hogares:

•	 Seguro público de salud, administrado en asociación con el sector 
privado, con énfasis en la atención preventiva y el tratamiento de 
enfermedades contagiosas y accidentes.

•	 Educación pública, administrada en asociación con el sector pri-
vado, centrada en la generación de aptitudes flexibles, que pueda 
adaptarse a los cambios en los mercados laborales.

•	 Redes focalizadas de protección social para los pobres, por ejem-
plo transferencias monetarias condicionadas con pagos directa-
mente a mujeres.

•	 Leyes exigibles contra la violencia familiar y la discriminación en 
razón de género, junto con campañas educativas.

Para la comunidad:

•	 Infraestructura pública para mitigar los riesgos de desastre, cons-
truida en consulta con las comunidades circundantes.

•	 Infraestructura de transporte y comunicaciones, especialmente 
para integrar y consolidar a las comunidades aisladas. 

•	 Protección policial contra los delitos comunes y el crimen organi-
zado, destinada especialmente a las comunidades en situación  
de riesgo.

•	 Leyes exigibles contra la discriminación racial o étnica, junto con 
campañas educativas.

Para el sector empresario:

•	 Seguridad y respeto en materia de derechos de propiedad 
privada.

•	 Regulaciones simples y previsibles para la tributación, los merca-
dos laborales y la entrada y la salida de las firmas.

•	 Regulaciones exigibles en materia de seguridad en el lugar de  
trabajo, protección del consumidor y preservación del medio 
ambiente.

•	 Consideración de la posibilidad de desvincular el seguro social  
(es decir, los seguros de salud y las pensiones de jubilación) de la 
situación laboral.

Fuente: Equipo a cargo de la elaboración del Informe sobre el desarrollo mundial 2014.

Para el sistema financiero:

•	 Infraestructura financiera sólida (sistemas de pago, información 
crediticia) para facilitar la inclusión financiera y el desarrollo del 
sistema financiero.

•	 Regulación exigible que promueva la protección de los consumi-
dores y la competencia entre las instituciones financieras.

•	 Regulación macroprudencial, para el sistema financiero en su  
conjunto, para reducir las crisis financieras y evitar los rescates.

•	 Una estrategia nacional en materia de sector financiero que 
aborde las soluciones de compromiso entre la inclusión, la profun-
didad y la estabilidad del sistema financiero.

Para la macroeconomía:

•	 Una política monetaria transparente y creíble, orientada a lograr  
la estabilidad de los precios y dirigida por un banco central 
autónomo. 

•	 Para la mayoría de los países, un régimen cambiario flexible, en el 
marco de una política monetaria transparente y creíble. 

•	 Una política fiscal sostenible y contracíclica, con la asistencia de  
un consejo fiscal independiente.

•	 Una reserva para pasivos contingentes, como por ejemplo desas-
tres naturales, crisis financieras y pensiones para una población 
anciana más numerosa.  

Para la comunidad internacional:

•	 Participación en acuerdos bilaterales, regionales y mundiales que 
promuevan intervenciones dinámicas y coordinadas para com-
partir el riesgo entre países, aumentar la capacidad nacional y 
afrontar los riesgos comunes.

•	 Para riesgos mundiales difíciles de abordar, como el cambio  
climático, formar una “coalición de voluntarios” con Gobiernos  
de países con intereses afines y crear incentivos para que otros  
países se incorporen a la coalición.  

En el Informe sobre el desarrollo mundial 2014 se recomienda 
implementar estas medidas en forma dinámica, sistemática e 
integrada. Con ese fin, se propone crear un consejo nacional de 
administración de riesgos que contribuya a integrar la adminis-
tración del riesgo en los programas de desarrollo de cada país y se 
sugiere la posibilidad de crear un consejo internacional de admi-
nistración de riesgos que brinde apoyo a la “coalición de 
voluntarios”.
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El Marco Integrado de Administración de Riesgos para 
la Totalidad del Gobierno usado en Singapur sirve como 
ejemplo de un enfoque que ha superado los compartimen-
tos estancos del Gobierno109. El ámbito institucional del 
marco es el Comité de Estrategia, que está integrado por se-
cretarios permanentes de diversos ministerios del Gobier-
no y está presidido por el jefe de la administración pública. 
Además, el sistema de gestión de crisis en el frente interno 
incluye un comité ministerial presidido por el ministro del 
Interior que cuenta con el respaldo del Grupo Ejecutivo 
de Crisis en el Frente Interno, cuyos miembros son altos 
representantes de ministerios y organismos públicos. Este 
marco de múltiples riesgos se complementa con organis-
mos focalizados en riesgos concretos, como la Secretaría 
de Coordinación de la Seguridad Nacional. En Singapur, el 
mecanismo institucional para la administración integrada 
del riesgo entraña un alto grado de especialización y un 
complejo proceso de coordinación que ha evolucionado 
con el tiempo. En el caso de los países en desarrollo, un me-
canismo más sencillo cuyo diseño institucional entrañe un 
menor grado de especificidad y especialización (y requiera 
mecanismos de coordinación menos exigentes) podría ser 
un buen punto de partida.

Por último, es preciso abordar dos cuestiones importan-
tes. Primero, ¿qué motivos impulsan a un Gobierno a insti-
tuir un consejo nacional de administración de riesgos? Es 
necesario un impulso inicial para que los dirigentes supe-
ren los incentivos contrapuestos y establezcan una institu-
ción perdurable. Este impulso puede surgir dentro del país, 
a través de dirigentes y tecnócratas dispuestos a introducir 

consejo nacional debería agregar valor pues permitiría in-
tegrar la administración del riesgo en todos los sectores, 
cuestionar la inacción basada en intereses políticos e incor-
porar claros mecanismos de rendición de cuentas con res-
pecto a las medidas concertadas de administración del 
riesgo107. 

¿Cómo se implementa esta solución? El consejo nacional de 
administración de riesgos debería estar integrado por un 
amplio espectro de partes interesadas. Podría ser parte del 
Gobierno o un organismo autónomo. Su composición in-
cluiría autoridades normativas (para reflejar las priorida-
des en materia de políticas) y expertos independientes 
(para incorporar conocimientos técnicos y las perspectivas 
del sector privado). Tendría la facultad de formular reco-
mendaciones que obliguen a las autoridades pertinentes 
encargadas de implementar las políticas a actuar o dar ex-
plicaciones; en otras palabras, las autoridades deberían po-
ner en práctica las recomendaciones formuladas por el 
consejo o explicar la razón por la que han decidido recha-
zarlas. Si bien el diseño institucional apropiado dependerá 
del contexto político e institucional de cada país, al diseñar 
la composición y las facultades del consejo se debería po-
ner empeño en lograr un equilibrio adecuado de conoci-
mientos especializados, credibilidad, pertinencia y legiti-
midad, o en términos del diagrama 4, que se ubique en la 
región de “equilibrio”.  

El Poder Ejecutivo podría designar a las autoridades 
normativas del consejo, y los expertos independientes po-
drían provenir de los círculos académicos, la comunidad 
empresarial y las organizaciones de la sociedad civil. Sus 
conocimientos especializados abarcarían los riesgos relati-
vos a operaciones militares, seguridad y terrorismo; el ries-
go económico; el riesgo ambiental, sanitario y tecnológico, 
y el riesgo social. Para evitar que el consejo se convierta en 
un órgano vacío de poder, se debería destacar adecuada-
mente su importancia ante la opinión pública. Asimismo, 
el consejo debería rendir cuentas mediante la publicación 
periódica de sus recomendaciones, junto con análisis y 
declaraciones de prioridades de políticas, y a través de au-
diencias anuales ante un comité legislativo.

Un consejo nacional de riesgos que sea autónomo ofre-
cería algunas ventajas, aunque también podría funcionar 
adecuadamente si es parte del Gobierno. De hecho, países 
tan diferentes como Jamaica, Malí, México, Marruecos y 
Rwanda están considerando la posibilidad de crear una 
función integrada de administración del riesgo dentro del 
sector público, sobre la base, en parte, de una propuesta de 
designar un director nacional de administración de ries-
gos, formulada por el Foro Económico Mundial. Este cargo 
es similar al de oficial principal de riesgos que se ha crea-
do en muchas compañías multinacionales108. Este diseño 
institucional resultaría práctico en países con un sólido 
marco para promover la eficacia y la independencia de la 
administración pública; en ese contexto, los miembros del 
consejo nacional de administración de riesgos se designa-
rían en calidad de tecnócratas especializados con garantía 
de permanencia en el cargo durante un período superior 
al ciclo político. 

D i a gr  a m a  4  Equilibrio entre las soluciones de 
compromiso en el diseño institucional de un consejo 
nacional de administración de riesgos

Fuente: Equipo a cargo de la elaboración del Informe sobre el desarrollo mundial 2014.
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Segundo, el Gobierno puede favorecer al grupo que 
lo respalda políticamente, sea este una pequeña élite o un 
electorado numeroso, en detrimento de los intereses le-
gítimos de otros habitantes. Por ejemplo, los Estados que 
expropian activos financieros (por ejemplo ahorros y fon-
dos de pensión) o infraestructura privada (por ejemplo 
edificios residenciales o fábricas) pertenecientes a algunos 
hogares quizá obtengan ganancias a corto plazo, pero en 
última instancia reducirán la capacidad del sistema finan-
ciero y del sector empresario para crecer, desarrollarse y 
proporcionar a toda la población los recursos necesarios 
para administrar los riesgos. 

Tercero, es posible que un Gobierno fragmentado inter-
namente que carece de organización y coordinación termi-
ne formulando políticas ambivalentes o no las aplique de 
manera eficaz. Esto podría ocurrir, por ejemplo, a raíz de 
un proceso de descentralización defectuoso, en el que los 
Gobiernos locales y regionales no tengan los recursos y las 
capacidades necesarias para cumplir sus responsabilidades, 
no compartan las prioridades y preferencias del Gobierno 
nacional o intenten tomar ventaja de los aportes realizados 
por otros Gobiernos locales y regionales. 

Por último, el Gobierno podría basarse en una ideolo-
gía, una ilusión vana o, sencillamente, en la desesperación 
al encarar problemas difíciles y genuinos, en vez de aplicar 
medidas basadas en datos y análisis adecuados. Un ejemplo 
frecuente es el de las regulaciones del mercado laboral que 
pretenden defender los intereses de los trabajadores pero 
terminan protegiendo solo a unos pocos y contribuyen a 
generar un amplio sector informal. El financiamiento in-
flacionario de los déficits presupuestarios o las políticas 
macroeconómicas variables e incongruentes en situaciones 
de crisis brindan otros ejemplos: más temprano que tarde, 
ambos caminos llevan a una mayor incertidumbre, ines-
tabilidad macroeconómica y, posiblemente, a recesiones 
prolongadas.

2. Proporcionar los incentivos adecuados para 
que las personas y las instituciones realicen su 
propia planificación y preparación, tratando, 
al mismo tiempo, de no imponer riesgos o 
pérdidas a terceros
El desafío en materia de política pública consiste en crear 
incentivos para que las personas formulen sus propios pla-
nes y se preparen para afrontar los riesgos, y evitar las cir-
cunstancias que permiten la apropiación privada de los 
beneficios y la imposición de las pérdidas a otros. 

Los rescates financieros, por ejemplo, son perjudi-
ciales no solo porque pueden generar una pesada carga 
fiscal sino también porque proporcionan incentivos para 
asumir riesgos excesivos. Aún así, en algunas circunstan-
cias son necesarios para evitar un colapso sistémico de la 
intermediación financiera. Los rescates deberían evitarse 
—en la mayoría de los casos mediante el uso de políticas 
macroprudenciales de probada eficacia, claras y transpa-
rentes— pero si se producen, deberían diseñarse de mane-

reformas, o provenir de su exterior, a través de la incitación 
y el apoyo de la comunidad internacional. Una vez creado, 
el consejo nacional puede oponerse a la inacción o a las 
prácticas inadecuadas mediante la incorporación de un 
claro mecanismo de rendición de cuentas respecto de la 
administración del riesgo. Un Gobierno reformista intere-
sado en que su legado beneficioso perdure, probablemente 
querrá que los Gobiernos futuros rindan cuentas por sus 
acciones o su falta de acción. 

La segunda cuestión consiste en determinar si es posi-
ble crear un órgano similar a nivel mundial —un consejo 
internacional de administración de riesgos— para ayudar 
a abordar los riesgos que trascienden las fronteras naciona-
les. En el marco de un consejo internacional, la comunidad 
de científicos y expertos del planeta podría reunir todos 
los conocimientos disponibles para identificar, evaluar y 
administrar los principales riesgos mundiales. Su mayor 
desventaja sería que, al no existir un órgano rector a ni-
vel internacional, carecería de relevancia en lo referente a 
la implementación. Esto podría subsanarse, empero, si el 
consejo internacional trabaja en forma conjunta con los 
países que conforman la “coalición de voluntarios” (véase 
el recuadro 8), para asignar prioridad a los problemas que 
deben resolverse con urgencia y dar credibilidad y legitimi-
dad a sus esfuerzos. 

En conclusión: Cinco principios de acción 
pública para una mejor administración  
del riesgo

El análisis que se llevó a cabo en el Informe sobre el desarro-
llo mundial 2014 sugiere que algunos principios clave pue-
den orientar a la acción pública para mejorar la calidad y la 
prestación de la protección social, los bienes públicos y las 
políticas públicas, que son fundamentales para respaldar la 
administración del riesgo por parte de los individuos. Los 
cinco principios que se describen a continuación reflejan 
las lecciones derivadas de las prácticas óptimas en el mun-
do y son pertinentes para distintos tipos de riesgos y países. 
Su aplicación, empero, debe adaptarse a cada contexto. 
Aunque a primera vista estos principios pueden parecer 
irrefutables, en la práctica entrañan tensiones y soluciones 
de compromiso que dificultan su implementación. 

1. No generar incertidumbre o riesgos 
innecesarios
En sus políticas y acciones, el Estado debería poner empe-
ño en reducir los riesgos y atenuar la incertidumbre y, 
como mínimo, no debería empeorarlos. ¿Cómo o por qué 
los Gobiernos harían algo así? Primero, a través de sus po-
líticas pueden perpetuar normas sociales que discriminan 
a algunos grupos y los hacen más vulnerables. Por ejemplo, 
las políticas del Estado que promueven la desigualdad en 
razón de género o el favoritismo étnico menoscaban la ca-
pacidad de recuperación de los hogares y la comunidad en 
vez de promoverla. 
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lados durante un período prolongado y en diversas situa-
ciones. Las mejores prácticas indican que es conveniente 
apuntar a un equilibrio presupuestario a largo plazo, como 
lo están haciendo, entre otros, Chile, Colombia y Noruega. 
Los mecanismos institucionales que trascienden el ciclo 
político —como un consejo nacional de administración de 
riesgos y un consejo fiscal independiente— pueden ayudar 
a mantener un enfoque a largo plazo de la administración 
del riesgo. 

4. Promover la flexibilidad dentro de un 
marco institucional claro y previsible
La flexibilidad para adaptarse a circunstancias nuevas es 
fundamental para promover la capacidad de recuperación 
y aprovechar al máximo las oportunidades. Los ejemplos 
más claros al respecto incluyen la migración familiar en 
respuesta a los cambios en las tendencias económicas, la 
adaptación de las comunidades rurales al cambio climático 
y la renovación de las empresas para encarar las perturba-
ciones de la tecnología y la demanda. La flexibilidad, sin 
embargo, no debería entrañar medidas arbitrarias ni res-
puestas poco cuidadosas. El Estado enfrenta el desafío de 
promover la flexibilidad y preservar al mismo tiempo una 
estructura institucional sensata, transparente y previsible. 

En el caso de las empresas, el modelo danés de flexigu-
ridad proporciona ese equilibrio pues combina la facilidad 
para contratar y despedir trabajadores con una sólida red 
de protección social y políticas de reinserción laboral. El 
resultado es una economía dinámica con una elevada rota-
ción laboral y breves períodos de desempleo. En cuanto a 
la macroeconomía, los regímenes monetarios de metas de 
inflación y tipos de cambio flotantes son un buen ejemplo 
de política monetaria flexible y a la vez acertada desde el 
punto de vista institucional. Para 2012, 27 países de todo el 
planeta habían adoptado un régimen monetario de metas 
de inflación. Cuando se puso en marcha la Unión Mone-
taria Europea en 1999, muchos países que aplicaban un 
régimen monetario de metas de inflación en el decenio de 
1990 dejaron de utilizarlo. Dada la prolongada recesión y 
la incertidumbre en la zona del euro, la flexibilidad mone-
taria podría haber sido un instrumento útil que esos países 
ya no tienen.

5. Proteger a los grupos vulnerables y, al 
mismo tiempo, alentar la autosuficiencia  
y preservar la sostenibilidad fiscal
La dura realidad es que en todo el planeta muchas perso-
nas carecen de los recursos materiales y la información 
necesarios para encarar los riesgos que afrontan. La lucha 
diaria por ganarse la vida suele ser un obstáculo que impi-
de a los pobres planificar para el futuro. El Estado enfrenta 
el desafío de proteger a los grupos vulnerables y, al mismo 
tiempo, preservar la sostenibilidad fiscal y alentar la auto-
suficiencia. 

En el caso de los hogares altamente vulnerables a las 
perturbaciones, el Estado puede proporcionar redes de 

ra de evitar que proporcionen incentivos indebidos para 
situaciones futuras. Aunque es difícil encontrar buenos 
ejemplos de rescates financieros ordenados, la experiencia 
de Turquía tras la crisis bancaria de 2000-01 (y especial-
mente la firme posición de los organismos de regulación 
y resolución de crisis bancarias) es un ejemplo a seguir 
digno de análisis110. 

En una esfera muy diferente, la protección social puede 
ser objeto de críticas que señalan que no alienta la autosu-
ficiencia personal y constituye una carga insostenible para 
el Estado. La evidencia, sin embargo, demuestra que estos 
problemas pueden evitarse si en el diseño de la protección 
social se tienen en cuenta directamente los incentivos de 
las personas. Las redes de protección social diseñadas ade-
cuadamente —como las transferencias monetarias condi-
cionadas o los programas de ayuda laboral en Bangladesh,  
Brasil, India y México, por mencionar algunos— han pro-
piciado mejores prácticas familiares en las esferas de edu-
cación y salud e inclusive han fomentado el espíritu em-
presarial, a la vez que eran sostenibles desde el punto de 
vista fiscal111. 

En todos los casos, para administrar los riesgos con 
eficacia es fundamental que las personas modifiquen su 
actitud frente a la responsabilidad individual y social, para 
pasar de la dependencia a la autosuficiencia y del aisla-
miento a la cooperación. Así pues, cuando se proporcio-
nan los incentivos adecuados se contribuye a ambos fines. 

3. Crear mecanismos institucionales que 
trasciendan los ciclos políticos a fin de 
mantener una perspectiva de largo plazo  
para administrar los riesgos
Uno de los mayores desafíos en materia de acción pública 
consiste en crear mecanismos institucionales que induzcan 
al Estado a mantener una perspectiva de largo plazo que 
perdure más allá de los cambios volátiles en la opinión pú-
blica o las alianzas políticas. Por ejemplo, el Estado presta 
servicios de educación y salud que representan una gran 
inversión en medidas de preparación contra riesgos para 
las familias y las comunidades y que deben financiarse en 
forma constante y sostenible para lograr su cometido, lo 
que entraña una planificación de largo plazo. En el caso de 
los servicios de salud, el reciente cambio a programas de 
seguro de salud universales en Tailandia y Turquía consti-
tuye un ejemplo de éxito. 

También cabe considerar los siguientes dos ejemplos en 
materia de política financiera y macroeconómica. Para que 
el sistema financiero respalde la administración del riesgo 
es fundamental lograr un justo equilibrio entre la inclusión 
y la estabilidad. Este equilibrio solo se alcanza a través de 
una planificación integral de largo plazo, como la que se 
está llevando a cabo en Malasia, donde el Banco Central 
prepara la estrategia para el sector financiero en colabo-
ración con el Ministerio de Hacienda y el sector privado. 
Las políticas monetarias y fiscales contracíclicas también 
requieren una perspectiva de largo plazo, que permita ges-
tionar el ciclo económico utilizando los recursos acumu-
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Algunas ideas finales

El destino de los individuos y las familias puede cambiar 
favorablemente si hacen planes y se preparan para afrontar 
los riesgos y aprovechar las oportunidades que son parte 
esencial de la vida moderna. El destino de las comunidades 
y los países también puede mejorar si comparten la respon-
sabilidad permanente necesaria para administrar los ries-
gos con éxito.

“Crecí en una atmósfera de guerra. Y aprendí que uno puede 
planificar su destino, por lo menos en parte, si evalúa sus 
riesgos y hace algo al respecto”.  

—�Klaus Jacob, experto en administración de riesgos  
de desastre en la Universidad de Columbia y 
sobreviviente de la Segunda Guerra Mundial112

“En una época caminaba al trabajo todos los días. La ruta 
que debía tomar era peligrosa y muchas personas eran vícti-
mas de robos y abusos físicos. Por lo tanto, sí, he superado los 
riesgos para aprovechar las oportunidades”. 

—�Kariuki Kevin Maina, estudiante, Kenya  
Contribución al sitio web del  
Informe sobre el desarrollo mundial 2014

protección social para evitar los costosos mecanismos de 
recuperación que socavan el consumo, el capital humano 
y los activos productivos. Se pueden establecer redes de 
protección social inclusive en los países de ingreso bajo, 
siempre y cuando el apoyo esté focalizado en los habi-
tantes vulnerables y se diseñe para incentivar el esfuerzo  
laboral. El Sistema de Protección Social Productiva de 
Etiopía, por ejemplo, demuestra que una red de protección 
social diseñada adecuadamente puede proteger a millones 
de hogares contra la inseguridad alimentaria y, al mismo 
tiempo, invertir en activos comunitarios. 

La comunidad internacional también puede propor-
cionar apoyo a las poblaciones vulnerables mediante re-
cursos y conocimientos especializados. Aunque es objeto 
de muchas críticas, la ayuda externa ha tenido éxito cuan-
do se proporcionó en forma coordinada con instituciones 
locales responsables. Tal fue el caso en Indonesia cuando, 
después del tsunami de 2004, la ayuda externa se destinó 
a la reconstrucción de infraestructura y la creación de sis-
temas de alerta temprana. 

En última instancia, la protección de los grupos vul-
nerables entraña adoptar las medidas necesarias para el 
desarrollo sostenible, que erradica la pobreza extrema y 
permite a las personas dejar de ser vulnerables mediante 
el crecimiento sostenido que la administración del riesgo 
puede lograr. 
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AUDITORÍA AMBIENTAL
Declaración sobre los beneficios para el medio ambiente

El Banco Mundial mantiene su compromiso 
de preservar los bosques y los recursos natu-
rales en peligro de extinción. La División de 
Publicaciones y Conocimientos ha elegido 
imprimir el Informe sobre el desarrollo 
mundial 2014. Panorama general: Riesgo y 
oportunidad. La administración del riesgo 
como instrumento de desarrollo en papel 
reciclado con un 50% de fibra de papel 
usado, según las normas recomendadas para 
el uso del papel establecidas por Green Press 
Initiative, un programa sin fines de lucro 
que alienta a las editoriales a utilizar fibra 
de papel que no provenga de bosques en 
peligro. Para obtener más información,  
visite www.greenpressinitiative.org.

Ahorro:
•  �37 árboles
•  �17 millones de BTU  

de energía total
•  �1422 kilogramos de  

gases de efecto  
invernadero netos

•  �64 337 litros de agua 
residual

•  �516 kilogramos de  
residuos sólidos



En los últimos 25 años, se han producido cambios sin precedentes en todo el mundo, 
muchos de ellos para mejor. Numerosos países de todos los continentes han 
emprendido un camino de integración internacional, reforma económica, 
modernización tecnológica y participación democrática. Como resultado, diversas 
economías que estuvieron estancadas durante décadas crecen, personas cuyas familias 
han sufrido privaciones durante generaciones enteras logran salir de la pobreza, y 
cientos de millones gozan de los beneficios de una mejor calidad de vida y del 
intercambio científico y cultural entre naciones. 

A medida que el mundo cambia, surge constantemente un mosaico de oportunidades. 
Sin embargo, con ellas aparecen también riesgos nuevos y antiguos, desde la 
posibilidad de perder el empleo y contraer enfermedades hasta la de que se produzcan 
disturbios sociales y daño ambiental. Si se los ignora, estos riesgos pueden 
transformarse en crisis que echarán por tierra los logros conseguidos con gran esfuerzo 
y pondrán en peligro las reformas sociales y económicas que dieron lugar a esos logros. 

En el Informe sobre el desarrollo mundial 2014. Riesgo y oportunidad: La administración  
del riesgo como instrumento de desarrollo se sostiene que la solución no es rechazar el 
cambio para evitar los riesgos, sino prepararse para las oportunidades y los riesgos que 
los cambios conllevan. La administración responsable y eficaz del riesgo puede generar 
seguridad y constituye un camino de progreso para los habitantes de los países en 
desarrollo y de otras naciones. 

Si bien los esfuerzos, las iniciativas y la responsabilidad de los propios individuos  
son esenciales para administrar el riesgo, si estos no cuentan con un entorno social  
que los respalde, su éxito será limitado, en especial cuando se trate de riesgos de gran 
envergadura o sistémicos. En el Informe sobre el desarrollo mundial 2014 se argumenta 
que las personas pueden enfrentar con éxito riesgos que exceden sus medios si los 
administran conjuntamente con otros individuos. Esto puede realizarse a través de los 
sistemas sociales y económicos que surgen naturalmente y permiten superar los 
obstáculos que enfrentan las personas y los grupos, tales como la falta de recursos  
y de información, las fallas cognitivas y en la conducta, la falta de mercados y bienes 
públicos, y la exclusión y las externalidades sociales. Estos sistemas (desde el hogar  
y la comunidad hasta el Estado y la comunidad internacional) pueden respaldar la 
administración del riesgo de las personas de maneras distintas pero complementarias.  

El presente informe se centra en algunas de las preguntas más acuciantes que se 
plantean los funcionarios encargados de formular políticas. ¿Qué función debe 
desempeñar el Estado para ayudar a las personas a administrar el riesgo? ¿En qué casos 
esa función debe plasmarse en intervenciones directas y cuándo debe circunscribirse a 
generar un entorno propicio? ¿Cómo pueden mejorar los Gobiernos su propia gestión 
del riesgo y qué ocurre cuando fracasan o no tienen la capacidad suficiente, como en 
muchos países frágiles y afectados por conflictos? ¿A través de qué mecanismos se 
puede incorporar la administración del riesgo en los programas de desarrollo?  
¿Y cómo pueden abordarse las fallas de la acción colectiva en la administración de 
riesgos sistémicos, en especial los de consecuencias irreversibles? En el Informe sobre  
el desarrollo mundial 2014 se ofrece a los funcionarios encargados de formular políticas 
diversas ideas y recomendaciones para responder estas preguntas complejas.  
Este documento debe ser una guía para el diálogo, las operaciones y las contribuciones 
de los principales actores del ámbito del desarrollo, desde la sociedad civil y los 
Gobiernos nacionales hasta la comunidad de donantes y las organizaciones 
internacionales de desarrollo. 
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